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Después de un período y medio
de gobiernos del PAN, México es
un país en ruinas. De acuerdo con
el Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo
Social, solamente un 18% de los
mexicanos tiene ingresos suficien-
tes para vivir. El resto se encuen-
tra en alguna situación de pobre-
za. Según un estudio de la Comi-
sión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL), Méxi-
co es líder en pobreza y puntero
en desigualdad.

Organismos internacionales con-
sideran que la crisis financiera
mundial ha afectado de manera
muy severa a México, principal-
mente por la ineptitud de sus go-
bernantes. El informe del Latino-
barómetro en 2009 reveló que sólo

La justicia mexicana, doce años
después de la matanza de Acteal
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Hace doce años la masacre cometida
en Acteal, México, alertó al mundo

sobre la guerra contrainsurgente
desatada por el Estado mexicano

contra las comunidades indígenas
zapatistas. Doce años después,

el sistema ha querido tapar aquel
crimen con una sentencia judicial

que sólo revela y desnuda la
impunidad. La Comisión

Internacional de Sitios de Conciencia
incluyó a Acteal entre los diecisiete

sitios históricos que en el mundo
recuerdan a la humanidad

gravísimas injusticias historias
que no podemos olvidar.
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el 28% de los mexicanos estaba sa-
tisfecho con la democracia.

Una larvada guerra civil

El gobierno de Calderón ha de -
clarado una guerra interna. Una
«guerra fallida», según analistas.
Porque, contrastadas las razones
para llevarla a cabo con los datos
oficiales, se demuestra que ningu-
no de los argumentos esgrimidos
desde el gobierno puede sostener-
se. Lo preocupante es que en el
programa de seguridad nacional
2009-2012 del gobierno federal se
enfatiza el uso de la fuerza contra
los grupos rebeldes populares. Los
últimos seis meses de 2009 dieron
muestras del incremento de esa
guerra contrainsurgente en el su-
reste del país y una señal de alien-
to para los grupos paramilitares
fue la participación de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación en la
estrategia de contrainsurgencia.

Desestimando las pruebas de los
sobrevivientes de la masacre de
Acteal –ocurrida en 1997– y argu-
mentando cuestiones formales, la
Corte liberó a 29 de los acusados
por la autoría material de la masa-
cre, y mandó que se reabrieran los
juicios de otros 22. Así, dejó en la
impunidad total aquel crimen de
lesa humanidad. Con la liberación
de los paramilitares acusados de

cometerla, se dio un paso más pa-
ra encubrir un crimen de Estado.

El agrupamiento denominado Las
Abejas –objetivo de la masacre–
nació como organización en 1992
para enfrentar la represión guber-
namental contra las comunidades
indígenas chiapanecas. Su posición
era pacífica. Cuando sucedió el le-
vantamiento zapatista en 1994, los
integrantes de este grupo vieron
que las demandas zapatistas eran
similares a las suyas, aunque no es-
taban de acuerdo en la vía armada.
Los miembros de Las Abejas parti-
ciparon con muchos otros mexica-
nos exigiendo al gobierno que de-
tuviera la guerra en Chiapas.

En 1997 se incrementaron los gru-
pos paramilitares que les exigían
colaboración para atacar a los za-
patistas. Pero si no habían tomado
las armas contra el gobierno, me-
nos lo harían contra sus hermanos
indígenas. Los paramilitares te -
nían pleno apoyo del ejército, de
las policías locales y del gobierno.
En este contexto, los miembros de
Las Abejas fueron víctimas de los
paramilitares, primero robándoles
sus cosechas e incendiándoles sus
casas. Finalmente, desplazándolos.

Cuando el 22 de diciembre de
1997 estaban en Acteal en oración
y ayuno como protesta por estos
abusos, fueron atacados por para-
militares auspiciados por el go-
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bierno. En aquella ocasión fueron
masacradas 19 mujeres y 14 niñas,
8 hombres y 4 niños. En total, 45
personas y 4 más que todavía no
habían nacido. El grupo Las Abe-
jas consiguió que el mismo día de
la masacre se detuviera a los auto-
res materiales, cuando los asesi-
nos pasaron en un camión de la
presidencia municipal frente a los
deudos. Cerca de 80 de los autores
materiales fueran apresados.

Ante la liberación ordenada por la
Suprema Corte doce años des-
pués, el grupo Las Abejas la deno-
minó Suprema Corte de Injus ticia.

Aunque la mayoría de los medios
de comunicación oficialistas qui-
sieron hacer pasar esta atrocidad
jurídica como un paso para lograr
la justicia, lo que se aseguró fue la
impunidad. Ante el alegato de fal-
ta de pruebas, el grupo Las Abejas
ha insistido en su falsedad: las
pruebas son los testimonios de los
supervivientes, quienes vieron a
los que perpetraron el asesinato.
Han presentado estas pruebas en
muchas ocasiones. La Corte adujo
que, con su sentencia, corregía el
trabajo de la Procuraduría. En rea-
lidad, completaba su trabajo para
dejar libres a los cómplices del go-
bierno. Los supervivientes de la
masacre y sus familias han sido
puestos en peligro ante las amena-
zas de venganza que muchas veces
les hicieron quienes fueron apresa-

dos y ahora han sido liberados. La
comisión de Asuntos Indígenas de
la Cámara de Diputados advirtió
que la liberación de indígenas acu-
sados de perpetrar la matanza de
Acteal podía reavivar la violencia.
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la Agencia de Inteligencia 
de Defensa de EE UU 

había informado que desde 
mediados de 1994 el ejército 

mexicano daba apoyo 
directo a los paramilitares 

en Chiapas y que las 
agrupaciones paramilitares 
estaban bajo la supervisión 
militar del gobierno en las 

fechas en que ocurrió 
la matanza de Acteal; 
el ejército contaba con 

autorización presidencial 
para organizar equipos 
militares encargados 
de promover grupos 
armados en Chiapas

El grupo Las Abejas señaló a los
autores intelectuales. Entre ellos
ha señalado al ex-Presidente Zedi-
llo y a las altas autoridades locales
militares y civiles, demostrando
que el conflicto no fue ni interco-



munitario ni interreligioso, como
se le ha querido hacer aparecer. Al
conocerse la liberación, se reveló
que entre los promotores de la de-
fensa de los encarcelados uno ha-
bía sido asesor de Zedillo. En
2006, y a cambio de votos presi-
denciales por Calderón, se había
comprometido a que el caso de es-
tos presos se revisaría.

Condenas unánimes

Al conocerse el lamentable final
de esta historia, la Red contra la
Represión y por la Solidaridad re-
cordó que ya la Suprema Corte se
había convertido en un «seguro de
impunidad» para los responsables
de la represión en Oaxaca y en
Atenco, no tocando a quienes ha-
cen «del horror un negocio y una
política de Estado». Muchos arti-
culistas independientes volvieron
a demostrar que la masacre de Ac-
teal había sido un crimen de Esta-
do y que la liberación de los asesi-
nos materiales, además de la pre-
tensión de reescribir la historia de
la masacre, era «la continuación de
la guerra por otros medios». Adol-
fo Gilly propuso que se erigiera
una especie de Tribunal Russell
para Acteal y muchos organismos
de derechos humanos demanda-
ron que se reabrieran investigacio-
nes confiables sobre este terrible
caso.

El representante en México de la
Alta Comisionada de Naciones
Unidas para los Derechos Hu -
manos se expresó decepcionado
y la antropóloga Aída Hernández
–quien escribió un impactante li-
bro sobre los testimonios de las
mujeres de Acteal– se declaró im-
potente e indignada por la acción
de la Suprema Corte, que enviaba a
quienes hacían el trabajo sucio el
mensaje de que serían defendidos
por el gobierno a como diera lugar.

Refutando la versión oficial, docu-
mentos oficiales de EE UU, descla-
sificados en 2009, mostraron que la
Agencia de Inteligencia de Defensa
de EE UU había informado que
desde mediados de 1994 el ejército
mexicano daba apoyo directo a los
paramilitares en Chiapas y que las
agrupaciones paramilitares esta-
ban bajo la supervisión militar del
gobierno en las fechas en que ocu-
rrió la matanza de Acteal. El ejérci-
to contaba con autorización presi-
dencial para organizar equipos mi-
litares encargados de promover
grupos armados en Chiapas, a los
cuales se les otorgaba capacitación
y protección. Los documentos
mostraban una estrategia contrain-
surgente cuidadosamente planea-
da por el gobierno.

También intelectuales de EE UU,
América Latina y Europa manifes-
taron su indignación por el fallo
de la Suprema Corte, y se solidari-
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zaron con los supervivientes de la
masacre. Marcos Roitman expresó
que la infamia aumentaba «en for-
ma exponencial» y condenó los
juicios amañados. Marchas indí-
genas y de diversos grupos popu-
lares condenaron la liberación de
los asesinos de Acteal. Todas estas
voces críticas han resaltado que
esa acción incrementaba el descré-
dito de las instituciones políticas y
judiciales.

La Conferencia del Episcopado
Mexicano manifestó su desacuerdo
y señaló que los autores intelectua-
les, aunque no pisaran la cárcel, no
podrían vivir tranquilos. Los obis-
pos de la diócesis de San Cristóbal
de las Casas afirmaron que, como
resultado de la injusta decisión de
la Corte, aumentaba la inseguridad
de las comunidades en la región de
Acteal. El obispo de Saltillo, Raúl
Vera –quien estuvo varios años en
Chiapas–, fue más severo: los mi-
nistros de la Corte que habían vo-
tado a favor de los inculpados de la
masacre deberían ser sometidos a
juicio político por actuar como de-
fensores de los paramilitares, callar
la verdad de lo ocurrido y ocultar
la pista de los verdaderos promo-
tores de la masacre. Advirtió de
«un nuevo Acteal», temiendo que
se va en ese camino.

Desde la misión de la Tarahuma-
ra, el jesuita Ricardo Robles plan-
teó que la Suprema Corte había

soldado el siguiente eslabón de
una cadena de injusticias de doce
años, al extender cartas de impu-
nidad y liberar del peso de la jus-
ticia a las actuales y anteriores au-
toridades, con el fin de abrir los
espacios para el libre comercio
«de lo que los indios son y tie-
nen», atemorizándolos, amena-
zándolos y humillándolos.

El grupo Las Abejas, al conocer la
sentencia, no pudo menos que re-
conocer que la Suprema Corte «era
de los ricos y de los criminales»,
denunciando que los ministros te-
nían orden y contrato con los auto-
res intelectuales de la masacre de
Acteal. En la región en donde se
cometió el crimen hubo indigna-
ción, angustia y dolor. Cuando el
gobernador de Chiapas quiso ir a
esa comunidad no lo dejaron en-
trar. Pretendía callarlos por medio
de regalos, entre ellos, una imagen
de la Virgen. Después, el gobierno
intentó involucrarlos con supues-
tos grupos armados que irrumpi -
rían con motivo del bicentenario
de la independencia y el centena-
rio de la Revolución mexicana.

La venta de tierras, política
de estado

En la presentación del libro Acteal,
crimen de Estado en la Feria Interna-
cional del libro de Guadalajara en
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noviembre, el periodista Hermann
Bellinghausen denunció a Zedillo
como responsable intelectual de
Acteal, de las matanzas en El Char-
co y en Aguas Blancas y también
del asesinato de un alto número de
indígenas como resultado de una

las acciones de contrainsurgencia y
de incitación de grupos paramilita-
res contra simpatizantes zapatis-
tas. Recordaban los acontecimien-
tos previos a la masacre de Acteal.
Un sintético recuento de lo ocurri-
do muestra cómo la excarcelación
de los autores materiales de la ma-
sacre de Acteal fue un episodio
más en una secuencia de hechos
que configuran una agresiva políti-
ca contrainsurgente y antipopular.

En agosto de 2009 varios ejidos
chiapanecos exigieron un alto a la
represión desatada en su contra
porque defendían su territorio y la
libertad de los luchadores sociales
que habían sido encarcelados. Tam-
bién demandaban justicia por el
asesinato de uno de sus compañe-
ros. Resaltaron que al gobierno pe-
rredista de Chiapas, estrecho alia-
do del Presidente Calderón, no le
gustaba el diálogo, sino la guerra.

En septiembre, la Junta de Buen
Gobierno de La Garrucha denun-
ció la violencia desatada contra el
municipio autónomo de San Ma-
nuel: grupos de paramilitares deci-
dieron tomar un predio que estaba
siendo trabajado por bases de apo-
yo zapatista. Los paramilitares da-
ñaron seriamente el ganado y hubo
heridos, apresados y torturados.

Durante todo el año 2009 autorida-
des autónomas zapatistas difun-
dieron comunicados para detallar
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grupos defensores de 
derechos humanos pusieron 

el dedo en la llaga: 
la persecución y 

hostigamiento en contra 
de comunidades campesinas 
en resistencia se debía a los 

proyectos neoliberales 
que que rían apropiarse de 

los recursos naturales 
de las comunidades; ante 

las denuncias de los ataques 
de los paramilitares, 

el gobierno guardaba un 
preocupante silencio

política de Estado. Rememoró que
a pesar de que él había estado es-
cribiendo antes de la masacre de
Acteal sobre todos los indicios que
conducían a ese terrible desenlace,
el genocidio no se detuvo.

Y no se detiene. En el segundo se-
mestre de 2009 se incrementaron



los agravios sufridos. Desmentían
haber negociado la comercializa-
ción de la tierra. En el contexto de
un clima de agresiones e intentos
de despojo en distintas comunida-
des, se incrementaron las incursio-
nes de los paramilitares.

Si en 1997 la paramilitarización
proliferaba ya en las filas del priís-
mo, en 2009 el fenómeno se ha ge-
neralizado: afiliados al PRI, al
PAN y al PRD han estado agre-
diendo a comunidades zapatistas.
La Junta de Buen Gobierno de La
Realidad aclaró que seguirían de-
fendiendo sus tierras y no permiti-
rían que los siguieran amena -
zando, intimidando y humillando.
Los paramilitares no sólo han que-
rido quitarles la tierra, también el
agua. En septiembre, los paramili-
tares, no contentos con agredir
constantemente a indígenas zapa-
tistas, elevaron el tono y embosca-
ron y atacaron a un abogado del
Centro de Derechos Humanos
Fray Bartolomé de las Casas. Sin
elementos de prueba, fueron apre-
sados campesinos simpatizantes
de los zapatistas.

La Comisión Civil Internacional
de Observación alertó acerca de la
agudización de acciones violentas
y armadas de los paramilitares, y
advirtió que las autoridades y me-
dios de comunicación chiapane-
cos mantenían una campaña en
contra de los defensores de dere-

chos humanos. Otros grupos des-
tacaron que había absoluta impu-
nidad para los paramilitares, pues
tanto el gobierno federal como el
estatal los habían formado y los
protegían para utilizarlos en la
guerra contrainsurgente.

Mientras los paramilitares vio -
lentaban la ley sin ser molestados,
los indígenas y campesinos sim-
patizantes de los zapatistas eran
apresados sin pruebas. Grupos
defensores de derechos humanos
pusieron el dedo en la llaga: la
persecución y hostigamiento en
contra de comunidades campesi-
nas en resistencia se debía a los
proyectos neoliberales que que -
rían apropiarse de los recursos na-
turales de las comunidades. Ante
las denuncias de los ataques de los
paramilitares, el gobierno guarda-
ba un preocupante silencio. Conti-
nuaba la probada receta de Acteal:
dejar correr el tiempo para con-
vertir en rutina las agresiones de
los paramilitares contra las comu-
nidades.

Creando un clima: versiones
distorsionadas de los hechos

Un elemento importante en esta
guerra contrainsurgente es que los
agresores y los medios locales pre-
sentan versiones alteradas de los
hechos haciendo pasar a las vícti-
mas como victimarios.
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Esta escalada de hechos violentos
ponía en peligro la integridad físi-
ca de los defensores de los dere-
chos humanos. El Centro de Dere-
chos Humanos Fray Bartolomé de
las Casas convocó a realizar de-
nuncias nacionales e internaciona-
les. Ésa era otra pieza de la estra-
tegia contrainsurgente: neutrali-
zando a las organizaciones civiles
defensoras de los derechos huma-
nos quedarían en la impunidad
las acciones de los paramilitares
que actuaban en complicidad con
policías y militares. Pero, ante las
denuncias, ha seguido una nula
acción de parte de los gobiernos
federal y estatal para investigar y
desarmar a los paramilitares.

El Centro de Derechos Humanos
Fray Bartolomé de las Casas ha
exigido, además del desmantela-
miento de los grupos paramilita-
res, un alto a la censura y a la ins-
trumentalización de los medios de
comunicación, la detención de los
autores materiales e intelectuales
de las agresiones contra los ejida-
tarios de San Sebastián Bachajón
y Jotolá –adherentes de la Otra
Campaña– y el cese de las accio-
nes de polarización y estigmatiza-
ción operadas por funcionarios
del gobierno estatal contra los
grupos de derechos humanos.

El Observatorio para la Protección
de los Defensores de Derechos Hu-
manos, integrado por la Organiza-

ción Mundial contra la Tortura y la
Federación Internacional de Dere-
chos Humanos, realizó un recorri-
do por Oaxaca y Chiapas y do -
cumentó que los asesinatos y las
desapariciones no eran castigados
y que los defensores de las garan -
tías individuales eran objeto de
atentados mortales, amenazas,
desapariciones forzadas y campa-
ñas de desprestigio, todo para im-
pedirles realizar sus actividades.
Grupos de académicos y colectivos
populares de California emitieron
un comunicado en respuesta a la
información que les hicieron llegar
las Juntas del Buen Gobierno zapa-
tistas. Por ella supieron de las dife-
rentes agresiones y amenazas de
desalojo en contra de comunida-
des de apoyo zapatista e hicieron
responsables por ellas al Presiden-
te Calderón y al gobernador del es-
tado de Chiapas.

Pese a todas estas denuncias, a
principios de octubre de 2009 no
sólo proseguían las acciones de los
paramilitares, sino que aumenta-
ban. En San Cristóbal de las Casas,
por ejemplo, un centro de forma-
ción y capacitación de mujeres fue
objeto de un intento de incendio.
A mediados de ese mes, observa-
dores y periodistas independientes
coincidían en la hipótesis de que el
gobierno estaba preparando el es-
cenario para lo que después suce-
dió: la liberación de los paramilita-
res acusados por el caso de Acteal.
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La campaña oficial en contra de
organizaciones populares y comu-
nidades zapatistas era oficial: hu-
bo detenciones irregulares, se trató
de desprestigiar a miembros del
clero comprometidos con las co-
munidades y se hacían «filtracio-
nes» para señalar a catequistas co-
mo promotores de acciones violen-
tas. Operadores gubernamentales
querían imponer entre los reporte-
ros la versión de que las organiza-
ciones populares preparaban ata-
ques armados.

Como varios periodistas no acep-
taron esas versiones, el gobierno
las propagó en informaciones pa-
gadas en los diarios: instigados
por curas, el primero de enero ha-
bría actos violentos por todo el
país, con tomas de edificios, ca-
rreteras, saqueo de bancos y tien-
das. El gobernador de Chiapas re-
mató todo ese escenario montado
por la versión oficial declarando
que él sacaría a Chiapas de esta
ofensiva militar, orquestada a es-
cala nacional.

A la par de la ofensiva mediática
oficial, también aparecían denun-
cias de ejidatarios simpatizantes de
los zapatistas: los paramilitares se
preparaban para despojarlos de
sus tierras. En noviembre, la Red
contra la Represión hizo un llama-
do urgente ante la incursión de pa-
ramilitares que amenazaban con
quemar casas de indígenas simpa-

tizantes de los zapatistas. A media-
dos de noviembre, la Junta de Buen
Gobierno de Roberto Barrios dio a
conocer agresiones de paramilita-
res en la zona norte de Chiapas, la
Junta de Buen Gobierno de La Ga-
rrucha denunció el intento de va-
rias personas apoyadas por «el mal
gobierno» para apoderarse del
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las mentiras del mal 
gobierno, de sus diputados 

y de sus cómplices son parte 
del plan contrainsurgente 

para confundir a la opinión 
pública y golpear la 

resistencia de pueblos 
en lucha por construir su 

autonomía; las Juntas 
declararon que tenían 

un poder que se llamaba 
dignidad y que ésa era 
su mejor herramienta 

para demostrarle al mundo 
que jamás claudicarían 

en su lucha

tianguis campesino de Ocosingo y
el Caracol V protestó enérgicamen-
te por las constantes amenazas que
sufrían los estudiantes de una es-
cuela autónoma zapatista.



En la segunda quincena de no-
viembre, sacerdotes de la diócesis
de San Cristóbal protestaron enér-
gicamente por la persecución del
gobierno estatal en su contra. Los
agentes de pastoral señalaron que
la causa de la persecución contra la
iglesia y los pueblos de Chiapas
era la oposición a las concesiones
mineras a compañías extranjeras.
El gobierno había dado permiso de
explotar más de un millón de hec-
táreas del subsuelo chiapaneco.

El gobierno culpaba a la iglesia de
que los habitantes de Acteal se hu-
bieran negado a recibir al goberna-
dor, pero la decisión de no recibirlo
fue de la comunidad. Los habitan-
tes de Acteal veían como una burla
que funcionarios del gobierno qui-
sieran entrar a su comunidad sien-
do cómplices de la masacre al libe-
rar a los asesinos y protegerlos, fa-
llo judicial que responsabiliza al
gobierno del crimen.

En la segunda semana de noviem-
bre, el Consejo Regional Autóno-
mo de la Costa de Chiapas de-
mandó el cese del hostigamiento,
represión y amenazas contra los
adherentes de la Otra Campaña
en ese estado. El ejército siguió ac-
tuando con allanamientos y patru-
llajes. Bases de apoyo zapatistas
en el municipio de Zinacantán
fueron amenazadas de muerte por
autoridades municipales perredis-
tas. Algunas de esas bases fueron

encarceladas durante 16 horas sin
que se les diera de comer con el
pretexto de que no habían hecho
un trabajo comunitario del cual no
habían sido avisadas.

La Junta de Buen Gobierno de
Oventic dio a conocer que priístas
de San Cristóbal habían golpeado
a bases de apoyo zapatistas y ha-
bían secuestrado a un compañero,
al que habían amenazado con ase-
sinarlo cuando las bases zapatis-
tas habían ido a limpiar el manan-
tial donde se abastecían de agua.
Los priístas fueron a los medios de
comunicación para propalar la
mentira de que los zapatistas eran
quienes estaban provocando el en-
frentamiento. Todas las denuncias
hechas por las Juntas de Buen Go-
bierno han sido muy cuidadosas
en presentar con detalle los he-
chos y sus contextos.

Otro episodio enmarcado en el
plan de contrainsurgencia fue un
punto de acuerdo aprobado por el
Congreso de Chiapas, según el
cual se solicitaba al gobernador
que atendiera la supuesta petición
de las Juntas de Buen Gobierno
zapatistas de ser reconocidas jurí-
dicamente. De inmediato, todas
las Juntas desmintieron esa su-
puesta petición. Nunca habían pe-
dido el reconocimiento de los
«malos gobiernos» y ya eran reco-
nocidas por sus pueblos, que las
habían elegido, y por muchísimos
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pueblos a nivel nacional e interna-
cional.

Las mentiras del mal gobierno, de
sus diputados y de sus cómplices
son parte del plan contrainsurgen-
te para confundir a la opinión pú-
blica y golpear la resistencia de
pueblos en lucha por construir su
autonomía. Las Juntas declararon
que tenían un poder que se llama-
ba dignidad y que ésa era su me-
jor herramienta para demostrarle
al mundo que jamás claudicarían
en su lucha. Acusaron al gobierno
de ser «profesional de la mentira».

Los malos gobiernos, municipal,
estatal y federal, se creían podero-
sos con el dinero de inversionistas
extranjeros, pero se topaban con la
dignidad de los zapatistas. Advir-
tiendo que los malos gobiernos no
lograrían sus propósitos, pues los
zapatistas no se vendían y no se
rendían, las Juntas de Buen Go-
bierno recordaron que todos los
partidos políticos habían traicio-
nado los acuerdos de San Andrés.

Por una nueva justicia justa

En diciembre, en el marco de la ce-
lebración del día mundial de los
defensores de derechos humanos,
el Centro de Derechos Humanos
Fray Bartolomé de las Casas de-
claró que durante 2009 la labor de
los defensores de los derechos hu-

manos había sido criminalizada
en Chiapas por las autoridades.

Con el pretexto de un supuesto es-
tallido social que irrumpiría en
2010, el ejército siguió realizando
registros ilegales en muchas co-
munidades, con apoyo de policías
y agentes de ministerios públicos
estatales y federales poniendo en
riesgo a la población. Los movi-
mientos populares demostraron
que existía un plan de represión
selectiva y sistemática dirigida
contra dirigentes y grupos opues-
tos a las políticas privatizadoras
del Estado y del gran capital.

El 21 de diciembre, al cumplirse
doce años del crimen de Acteal, la
comunidad de Las Abejas realizó
un Foro de Conciencia y Esperan-
za para Construir Otra Justicia. Le
puso por nombre «La Suprema
Impunidad». Fue un espacio para
generar reflexión y análisis en tor-
no a la impunidad provocada por
las resoluciones de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación y la
que provoca el sistema judicial
mexicano.

En el foro se enfatizó que la cons-
trucción de una justicia verdadera
desde los pueblos implica trabajar
por rescatar la memoria histórica,
no ocultar la verdad y respetar los
sistemas normativos propios de
los pueblos. Un punto destacado
fue la denuncia de la violencia mi-
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litar y paramilitar contra las mu -
jeres.

El periodista Luis Hernández ha
resumido la táctica contrainsur-
gente como «inscrita en la arena
de la guerra de redes». Se intenta
alterar lo que una población sabe
o piensa. Hernández compendió
la enorme lista de provocaciones:
detenciones, asesinatos de oposi-
tores sociales, promoción de cam-
paña de rumores anunciando un
nuevo levantamiento armado, in-
tento de difamar al zapatismo al
divulgar falsamente una solicitud
de apoyo de las Juntas del Buen
Gobierno zapatistas hacia el Con-
greso local, liberación de paramili-
tares responsables de la matanza
de Acteal, incremento de la pre-
sencia y actividad militar, y cam-
paña de medios para ocultar los
hechos. Se combinan así acciones
cotidianas de contrainsurgencia
en las comunidades con una con-
trainsurgencia informativa.

Todo esto se realiza localmente en
Chiapas, pero tiene su diseño en el
ámbito federal. Los de arriba no
toleran que los de abajo no se so-
metan, que no acepten sumisa-
mente sus planes. Los que han si-
do incapaces de resolver los ur-
gentes problemas económicos y

sociales nacionales se empeñan en
agravar la situación chiapaneca
con una irresponsable y peligrosa
ofensiva en contra de las expresio-
nes populares autónomas.

La Coalición Internacional de Si-
tios de Conciencia incluyó a Ac -
teal entre los 17 sitios históricos
que en el mundo recuerdan a la
humanidad gravísimas injusticias.
La declaración de Acteal como Si-
tio de Conciencia reafirma una
historia que quiere ser negada.
Hay delitos que no deben quedar
impunes. El de Acteal es uno de
ellos. Como ha escrito el Premio
Nobel José Saramago: «Por debajo
del honor hay intereses, delitos
claramente identificables perpe-
trados por personas y grupos con-
cretos que no pueden ser ignora-
dos. Hay que entender la impor-
tancia de no envilecerse para no
ser viles siempre».

Los afectados por la injusta senten-
cia de la Suprema Corte han acudi-
do a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos (CIDH) res-
ponsabilizando al Estado mexica-
no. Mientras no se castigue a los
autores intelectuales y materiales
de ese brutal crimen, Acteal segui-
rá siendo una constante llamada
contra la impunidad. ■

Jorge Alonso
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